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DEMANDANTE  

Procurador/a  

Abogado/a  

D/ña. MINISTERIO FISCAL, BANCO SABADELL SA 

Procurador/a  

Abogado/a  

 

S E N T E N C I A 
 

 
 

En Luarca, a veintidós de marzo de dos mil veintiuno. 

Vistos por mí,    ,  Magistrada-Juez 
titular del Juzgado de Primera Instancia número 1 de Luarca, 
los autos de Juicio Ordinario seguidos en este Juzgado y 
registrados bajo el número 231/2020 a instancia de la 
Procuradora de los Tribunales    en nombre y 
representación de    , defendida por el 
Letrado    , contra  la  entidad 
mercantil BANCO DE SABADELL (o en cualquiera de sus 
denominaciones actuales derivadas de los procedimientos de 
fusión, adquisición o cualquier otro que pudiera ser 
desconocido para esta parte) representada por la Procuradora 

   y defendida por el Letrado   

  en el que ha intervenido el MINISTERIO FISCAL, 
se ha dictado la presente atendiendo a los siguientes 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Por la Procuradora de los Tribunales   
, en nombre y representación de    

 escrito de demanda de Juicio Ordinario ejercitando 
acción de protección del derecho al honor, frente a la entidad 
mercantil BANCO DE SABADELL, de la que se dio traslado al 

 

 

 

 

 



 
 
 

MINISTERIO FISCAL, en la cual tras exponer los hechos y 
argumentar en derecho, concluyó pidiendo se dictara sentencia 

en la forma establecida en el suplico. 

 

SEGUNDO.- Por Decreto de fecha treinta y uno de agosto de dos 
mil veinte se admitió a trámite la demanda, dándose traslado  
de la misma al demandado y al MINISTERIO FISCAL, emplazándoles 
para que contestasen a la misma en el plazo de 20 días; y 
habiendo presentado escrito de contestación oposición el 
MINISTERIO FISCAL y habiendo sido declarada en situación de 
rebeldía procesal la entidad BANCO SABADELL S.A. se citó a las 
partes a la celebración de la correspondiente  Audiencia 
Previa. 

 

TERCERO.- Al comienzo de la Audiencia previa las partes 
manifestaron no haber llegado a ningún acuerdo por lo que la 

misma prosiguió, proponiendo las partes los medios de prueba 
que consideraron procedentes, y admitiéndose los pertinentes y 
útiles. Siendo la única prueba propuesta y admitida la 
documental y habiéndose solicitado por la parte actora librar 
oficio al fichero EQUIFAX IBERICA, se acordó su práctica así 
como que una vez recibida respuesta a dichos oficios se diese 
traslado a las partes y al MINISTERIO FISCAL para  
conclusiones. El acto fue documentado mediante soporte 
videográfico quedando éste documento unido a las actuaciones. 

 

CUARTO.- En la tramitación de la presente causa se han 
observado todas las prescripciones legales. 

 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

PRIMERO.- Por la actora se manifiesta que: a) con motivos de  
la realización de diversas gestiones financieras al consumo y 
aseguraticias empieza a tener ciertas trabas para la concesión 
de las mismas, descubriendo que sus datos han sido  
incorporados en los ficheros de solvencia patrimonial, de 
manera que le es imposible realizarlas por este motivo. Ante 
este hecho por la demandante a principios de Mayo de 2.020 se 
solicita información al fichero ASNEF EQUIFAX obteniendo 
respuesta el 5 de Mayo de 2.020. Del citado informe se obtiene 
que los datos de la parte actora se hayan incluidos en dos 

ocasiones, siendo la entidad informante BANCO SABADELL y las 
fechas de altas en el fichero el 4 de Enero y 25 de Enero de 

2.019 y por un importes de 1.898,05 y 288,76€ 8Documento  
número 1 de la demanda); b) La actora desconocía haber sido 
incluida en ficheros de morosidad habiendo sido incumplido el 
requisito de requerimiento previo de pago y preaviso de 
inclusión; y c) La utilización por parte de un pretendido 
acreedor de ficheros de solvencia patrimonial, está sujeta al 
cumplimiento de 3 requisitos regulados por la Ley de  
protección de Datos de Carácter Personal y detallada en las 
sucesivas sentencias del Tribunal Supremo, a saber: 1º Que la 



 

 

 

deuda sea cierta, líquida, vencida y exigible. 2º Que la deuda 
no tenga una antigüedad superior a 6 años. 3º Que se haya 

cumplido con la comunicación de requerimiento previo de pago 
con explícita advertencia sobre la inclusión de los datos del 
tercero en un fichero de solvencia patrimonial. Hechos con 
fundamento en los que solicita se: a) Declare la estimación de 
todas las pretensiones de esta demanda reconociendo por parte 
de la demandada una vulneración del derecho al honor de la 
parte actora    ; b)Declare que BANCO DE 
SABADELL,S.A. mantuvo indebidamente en los registros de 
solvencia patrimonial ASNEF EQUIFAX datos relativos a la 
actora; c)Declare la intromisión ilegítima en el honor y la 
intimidad de     por parte de BANCO DE 
SABADELL, S.A. y se le condene a estar y pasar por ello; 
d)Condene al a demandada mercantil BANCO DE SABADELL, S.A. al 
pago de una indemnización por daño moral genérico causado a 

    de CUATRO MIL QUINIENTOS EUROS; 

e)BANCO DE SABADELL, S.A. para reparar el daño causado realice 
todos los actos necesarios para excluir a la parte actora de 
cualquier fichero de morosos en el que se haya incluido de 
manera indebida y se encuentre inmerso a día de hoy, hecho que 
ha incidido directamente en la vulneración del derecho al  
honor que se pretende reparar; f)Condene a BANCO DE SABADELL, 

S.A. al pago de los intereses legales correspondientes y 
costas derivadas de este proceso. 

 

SEGUNDO.- En primer lugar, respecto a la certeza de la deuda 
contraída por el actor frente a la demandada, determinante de 
su inclusión en el registro de morosos, debe tenerse en cuenta 
lo dispuesto en el artículo 29.4 de la Ley Orgánica de 

Protección de datos de carácter personal (en adelante, LOPD) 
que establece "sólo se podrán registrar y ceder los datos de 
carácter personal que sean determinantes para enjuiciar la 
solvencia económica de los interesados y que no se refieran, 
cuando sean adversos, a más de seis años, siempre  que 
respondan con veracidad a la situación actual de aquéllos" y  
en el artículo 38 del Reglamento, que exige para la inclusión 
en estos ficheros de datos de carácter personal que sean 
determinantes para enjuiciar la solvencia económica del 
afectado, la existencia previa de una deuda cierta, vencida, 
exigible, que haya resultado impagada. Así como, el hecho de 
que aún existiendo datos contractuales que puedan ser ciertos  
y exactos, sin embargo puede ocurrir que no sean determinantes 
para enjuiciar la solvencia económica del afectado, no 

reuniendo por tanto el carácter de ciertos y exactos a los 
efectos de su inclusión en el registro de morosos. 

El Tribunal Supremo en Sentencias de fecha 29 de enero de 2013 
y 19 de noviembre, entre otras, y respecto a la existencia de 
una deuda previa, vencida y exigible que haya resultado 
impagada tiene declarado que la LOPD "...descansa en  
principios de prudencia, ponderación y sobre todo, de 
veracidad, de modo que los datos objeto de tratamiento deben 
ser auténticos, exactos, veraces y deben estar siempre 
actualizados, y por ello el interesado tiene derecho a ser 
informado de los mismos y a obtener la oportuna rectificación 



 

 

 

o cancelación en caso de error o inexactitud, y en cuanto a 
obligaciones dinerarias se refiere, la deuda debe ser además  

de vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, indudable 
, siendo necesario además el previo requerimiento de pago; por 
tanto no cabe inclusión de deudas inciertas, dudosas, no 
pacíficas o sometidas a litigio, bastando para ello que 
aparezca un principio de prueba documental que contradiga su 
existencia o certeza ". 

 

De la prueba practicada y en concreto del resultado del oficio 

librado a la entidad ASNEF EQUIFAX se confirma que la parte 

actora fue dada de alta en los ficheros a instancia de la 

demandada en fechas de 4 de Enero y 24 de Febrero de 2.019. 

Situación que aún perdura en la actualidad. Ello sin que se 

acredite como bien indica la actora ni la existencia de la 

deuda ni haber cumplido con los requisitos legales para la 

inclusión de la actora en los ficheros de solvencia pues no 

consta tampoco notificación a la parte de la inclusión en el 

plazo legalmente establecido (artículo 29). 

 

Es pertinente recordar aquí lo que declaró la sentencia de  
Sala delo Civil del Tribunal Supremo,  176/2013, de 6 de marzo 
y que ha sido recogido en varias sentencias posteriores: 
«La inclusión en los registros de morosos no puede ser 
utilizada por las grandes empresas para buscar obtener el  
cobro de las cantidades que estiman pertinentes, amparándose  
en el temor al descrédito personal y menoscabo de su prestigio 
profesional y a la denegación del acceso al sistema crediticio 
que supone aparecer en un fichero de morosos, evitando con tal 
práctica los gastos que conllevaría la iniciación del 
correspondiente procedimiento judicial, muchas veces superior 
al importe de las deudas que reclaman» Por tanto, esta Sala 
estima que acudir a este método de presión representa en el 
caso que nos ocupa una intromisión ilegítima en el derecho al 
honor [...] ». 

 

La sentencia de la Sala Civil el Tribunal Supremo núm. 
284/2009, de 24 de abril , sienta como  doctrina 
jurisprudencial que inclusión indebida en un fichero  de 
morosos vulnera el derecho al honor de la persona cuyos datos 
son incluidos en el fichero, por la valoración social negativa 

de las personas incluidas en estos registros y porque la 
imputación de ser "moroso" lesiona la dignidad de la persona, 
menoscaba su fama y atenga a su propia estimación (« pues esta 
clase de registros suele incluir a personas valoradas 
socialmente en forma negativa o al menos con recelos y reparos 
[...] es una imputación, la de ser moroso, que lesiona la 
dignidad de la persona y menoscaba su fama y atenta a su  
propia estimación »). Afirma esta sentencia que para que tal 
vulneración se produzca es intrascendente el que el registro 
haya sido o no consultado por terceras personas, puesto que la 
jurisprudencia ha distinguido en el derecho al honor un doble 
aspecto, el aspecto interno de íntima convicción -inmanencia- 



 

 

 

y el aspecto externo de valoración social -trascendencia-.No  
es preciso, pues, que haya existido una efectiva divulgación 

del dato para que se haya vulnerado el derecho al honor del 
afectado y se le hayan causado daños morales. Si el dato ha 
sido divulgado, porque el registro ha sido consultado, y tal 
divulgación tiene consecuencias económicas, habrían de 
indemnizarse tanto el daño moral como el patrimonial. 

 

TERCERO.- A tenor de lo indicado y apreciada así la existencia 
de una intromisión ilegítima en el derecho al honor de la 
actora por la indebida inclusión de los datos de ésta en el 
registro de morosos, resta pronunciarnos sobre la  
indemnización a abonar por la demandada. La sentencia de a 
Ilma. Audiencia Provincial de Asturias, sección 7 del 25 de 
abril de 2016 tiene declarado que "Sobre la cuantía del daño 
esta Sala ha declarado reiteradamente, así en Sentencias de 15 

de enero de 2016, 10 de julio de 2015 y 22 de mayo de 2015,  
que nos hallamos ante el resarcimiento de un daño moral 
impropio (al margen de los daños patrimoniales estrictos que 
también se acrediten) en el sentido catalogado por la  
sentencia del TS de 27 de julio de 2006, que se cuantifica 
conforme al artículo 9.3 de la LO atendiendo a las 
circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión 
efectivamente producida, al grado de difusión y al beneficio 
obtenido en su caso. Para el cálculo de esta indemnización 
podemos atender al criterio de la sentencia de TS de 18 de 
febrero de 2015 que comprende como factor a evaluar en el 
resarcimiento del daño moral, la difusión ha de tomarse en 
consideración la divulgación que ha tenido tal dato, pues no  
es lo mismo que sólo hayan tenido conocimiento los empleados  

de la empresa acreedora y los de las empresas responsables de 
los registros de morosos que manejan los correspondientes 
ficheros, a que el dato haya sido comunicado a un número mayor 
o menor de asociados al sistema que hayan consultado los 
registros de morosos. En el caso enjuiciado por aquella 
sentencia se tuvo en cuenta como factores determinantes del 
daño la incerteza de la deuda, sin que el hecho de que la  
deuda sea de pequeña cuantía no es factor determinante de la 
exclusión de los perjuicios morales padecidos, la difusión del 
nombre del demandante al haber consultado los dos ficheros 4 
empresas, el perjuicio susceptible de causar en su esfera 
patrimonial por tal difusión aunque no se demuestre en el 
proceso que haya sido privado de la concesión de un crédito, 
porque la información sobre incumplimiento de obligaciones 
dinerarias que se incluye en estos registros, razona la 
sentencia del TS citada va destinada justamente a las empresas 
asociadas a dichos ficheros, que no solo les comunican los 
datos de sus clientes morosos, sino que también los consultan 
cuando alguien solicita sus servicios para evitar contratar y 
conceder crédito a quienes no cumplen sus obligaciones 
dinerarias y las gestiones que hubo de hacer el actor para la 
cancelación de sus datos en los registros, lo que llevó al TS  
a elevar la indemnización concedida hasta 10.000 euros, 
criterio éste que se reitera en la sentencia del TS de 12 de 
mayo de 2015 donde fija en 10.000 euros para cada uno de los 



 

 

 

actores, pese a que existía la deuda reclamada que se redujo 
poco en una junta arbitral pero no constaba cumplido el 

requisito del requerimiento y, tal criterio no es contradicho 
por sentencias posteriores como la de 23 de diciembre de 2015 
en que con menor grado de difusión se fijan en cantidad  
similar a la ahora reclamada , o por la de 16 de febrero de 
2016 en que se conceden en la cantidad solicitada, inferior a 
la actual, por congruencia y porque la difusión había sido muy 
limitada". 

En el supuesto sometido a análisis, no se acredita la 
existencia de la deuda y se hizo la inclusión sin  ser 
requerido el deudor previamente de pago de forma fehaciente. 
Sus datos fueron incluidos en un fichero,  constando haber  
sido consultado en dos ocasiones, concretamente el 17/04/2019 
por EQUFIN CAPITAL SLU, y el por CAIXABANK S.A. 

 

Factores todos ellos que conducen a esta Juzgadora a estimar 
adecuada la indemnización solicitada que se cuantifica en 
4.500 Euros más los intereses legales de la misma desde la 
fecha de interposición de  la demanda (artículo  1.000 CC en 
relación con el artículo 1.101 y 1.108 del mismo texto legal). 
En consecuencia, procede dictar una sentencia estimatoria de  
la demanda a) Declarando que  la demandada ha vulnerado el 
derecho al honor de la parte actora  ; 

b) Declarando que BANCO DE SABADELL,S.A. mantuvo indebidamente 
en los registros de solvencia patrimonial ASNEF EQUIFAX datos 
relativos a la demandante; c)Declarando la intromisión 
ilegítima en el honor y la intimidad de    

 por parte de BANCO DE SABADELL, S.A. condenándola a 
estar y pasar por ello; d)Condenando a la demandada mercantil 
BANCO DE SABADELL, S.A. al pago de una indemnización por daño 
moral genérico causado a     de CUATRO 
MIL QUINIENTOS EUROS; y e) condenando a BANCO DE SABADELL, 

S.A. para reparar el daño causado a realizar todos los actos 
necesarios para excluir a la parte actora de cualquier fichero 
de morosos en el que se haya incluido de manera indebida y se 
encuentre inmerso a día de hoy, hecho que ha incidido 
directamente en la vulneración del derecho al honor que se 
pretende reparar. 

 

CUARTO.- Conforme al Artículo 394.1 de la Ley de  
Enjuiciamiento Civil las costas se imponen a la parte 
demandada. 

 

 
FALLO 

 

 

SE ESTIMA la demanda interpuesta a instancia de la Procuradora 
de los Tribunales    en nombre y 
representación de    , defendida por el 
Letrado    , contra la entidad mercantil 
BANCO DE SABADELL (o en cualquiera de sus denominaciones 
actuales derivadas de los procedimientos de fusión, 



 

 

 

adquisición o cualquier otro que pudiera ser desconocido para 
esta parte) representada por la Procuradora    

 y defendida por el Letrado     
en el que ha intervenido el MINISTERIO FISCAL y en 
consecuencia: 

 

a) Declaro que la demandada ha vulnerado el derecho al honor 
de la parte actora ; 
b) Declaro que BANCO DE SABADELL, S.A. mantuvo indebidamente 
en los registros de solvencia patrimonial ASNEF EQUIFAX datos 
relativos a la demandante; 

c) Declaro la intromisión ilegítima en el honor y la intimidad 
de     por parte de BANCO DE SABADELL, 
S.A. condenándola a estar y pasar por ello; d)Condeno a la 
demandada mercantil BANCO DE SABADELL, S.A. al pago de una 
indemnización por daño moral genérico causado a   

 de CUATRO MIL QUINIENTOS EUROS; 

y e) condeno a BANCO DE SABADELL, S.A. para reparar el daño 
causado a realizar todos los actos necesarios para excluir a  
la parte actora de cualquier fichero de morosos en el que se 
haya incluido de manera indebida y se encuentre inmerso a día 
de hoy, hecho que ha incidido directamente en la vulneración 
del derecho al honor que se pretende reparar. 

Las costas se imponen a la parte demandada. 

Notifíquese a las partes la presente resolución, haciéndoles 
saber por esta, que la misma no es firme y que contra ella 
procede RECURSO DE APELACIÓN. 

 

Líbrese y únase certificación de esta resolución a las 
actuaciones incluyéndose la original en el Libro de  
Sentencias. 

 

Así por esta mi sentencia, juzgando en esta instancia, la 
pronuncio, mando y firmo 

 

 

 

 
PUBLICACIÓN.- La anterior sentencia ha sido leída y publicada 
por el Ilma. Sra. Magistrada-Juez que la suscribe, hallándose 

celebrando audiencia pública en el mismo día de su fecha. Doy 
fe. 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 




